NUEVO INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Cuba para la promoción y la protección recíproca de las inversiones" y su protocolo, suscritos en La Habana el 10 de enero de 1996, y el acuerdo interpretativo del artículo 8 de dicho Acuerdo, celebrado por intercambio de notas. (Boletín Nº 1820-10).
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HONORABLE SENADO:





	En conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación el día 31 de agosto de 1999, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de presentaros un nuevo informe sobre el proyecto de la referencia, que cumple su segundo trámite constitucional.





	A la sesión en que se consideró este asunto asistieron el señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, Subrogante, Embajador Mario Artaza; el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, y los representantes de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señores Patricio Balmaceda, Carlos Crisosto y Oscar Quina.





---------








Antecedentes





	Cabe recordar que S.E. el Presidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, señala que este Convenio, firmado por el señor Ministro de Relaciones Exteriores con ocasión de la visita oficial que efectuó a Cuba el mes de enero de 1996, importa un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, todo lo anterior de conformidad a lo establecido en sus respectivas legislaciones nacionales.





	En consecuencia, añade, el propósito fundamental de este Tratado, así como el de los ya suscritos con otros países sobre la misma materia, es establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como los de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.





	Es del caso hacer presente que el Tratado en informe se agrega a otros que sobre el mismo tema ha suscrito Chile con diversos países del mundo, entre los cuales pueden mencionarse Alemania, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Croacia, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, Filipinas, Finlandia, Francia, Grecia, Guatemala, Holanda, Honduras, Hungría, Indonesia, Italia, Malasia, Nicaragua, Noruega, Nueva Zelandia, Panamá, Paraguay, Polonia, Portugal, Reino Unido e Irlanda del Norte, República Checa, República de Corea, República Popular China, Rumania, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Túnez, Turquía, Ucrania, Uruguay y Venezuela.





	Por último, cabe señalar que, según antecedentes entregados a la Comisión por el Ministerio de Relaciones Exteriores, el total de la inversión de capitales chilenos materializada en Cuba, entre los años 1990 y 1998, asciende a 37,8 millones de dólares, mientras que el total de la inversión en proyectos alcanza a los 49 millones de dólares.





----------








Síntesis del contenido del instrumento internacional





	El Convenio internacional sobre el que recae el proyecto de acuerdo en informe consta de un breve Preámbulo y once artículos, más un Protocolo, cuyo contenido se analizó latamente en el primer informe que sobre el asunto evacuara esta misma Comisión.





	No obstante, merece recordarse que el artículo 2 señala el ámbito de aplicación del Acuerdo, indicando que regirá las inversiones efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las disposiciones legales de la otra Parte, en el territorio de esta última.  Sin embargo, aclara, no se aplicará a divergencias o controversias que hubieran surgido con anterioridad a su vigencia o estén directamente relacionadas con acontecimientos producidos antes de su entrada en vigor.





	Luego, el artículo 3 consigna el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover y proteger en su territorio las inversiones de inversionistas de la otra Parte, sin obstaculizarlas con medidas injustificadas o discriminatorias.





	A continuación, el Acuerdo se refiere al tratamiento que ha de darse a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante, el que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose el "trato nacional" y la "cláusula de la nación más favorecida".





	Precisa que en caso de que una Parte Contratante otorgare ventajas especiales a los inversionistas de cualquier tercer Estado en virtud de un Convenio relativo a la creación de un área de libre comercio, una unión aduanera, un mercado común, una unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional o en virtud de un Acuerdo relacionado en su totalidad o principalmente con materias tributarias, dicha Parte no estará obligada a conceder las referidas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante. (Artículo 4).





	El artículo 5 obliga a cada Parte a autorizar a los inversionistas de la Otra para que, previo cumplimiento de las obligaciones tributarias que correspondan, realicen la transferencia de los fondos relacionados con las inversiones en moneda de libre convertibilidad y sin demora.





	El artículo 6 contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medida alguna que prive, directa o indirectamente, de su inversión a un inversionista de la otra Parte Contratante, a menos que las medidas sean adoptadas por causa de utilidad pública o interés nacional y en conformidad a la ley; que no sean discriminatorias, y que vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una compensación inmediata, adecuada y efectiva.





	Permite, en todo caso, reclamar en procedimiento judicial ordinario de la legalidad de la nacionalización, expropiación o de cualquiera otra medida de efecto equivalente, y del monto de la compensación.





	En materia de solución de controversias que surjan en el ámbito del Convenio, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la Otra, y las que pueden darse entre las Partes Contratantes.





	Respecto de las primeras, si no pueden ser solucionadas mediante consultas amistosas dentro del plazo de tres meses, contado desde la fecha de la solicitud de arreglo, el inversionista, a su arbitrio, podrá remitir la controversia a los tribunales competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión; a un Tribunal de Arbitraje Ad-hoc, establecido conforme al Reglamento de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI); o a un Tribunal Arbitral según lo establecido sobre la materia en el artículo 9 del Acuerdo en informe.





	Con este fin, cada Parte Contratante da su consentimiento anticipado e irrevocable para que toda diferencia pueda ser sometida a este arbitraje.  Para estos efectos las partes renuncian a exigir el agotamiento de recursos judiciales internos.





	La norma agrega, luego, que una vez que el inversionista haya remitido la controversia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión o al tribunal arbitral, la elección de uno u otro procedimiento será definitiva.





	Las sentencias arbitrales serán, también, definitivas y obligatorias para las partes en litigio y serán ejecutadas en conformidad con la ley interna de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión. (Artículo 8).





	En relación con este artículo, cabe recordar que la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana de la H. Cámara de Diputados, observó la disposición que establece que "Para estos efectos (a saber, el sometimiento de la diferencia al arbitraje internacional) las partes renuncian a exigir el agotamiento de recursos judiciales internos" (parte final del inciso segundo del número 2), por estimarla contradictoria con la norma que declara que la elección de uno u otro procedimiento será definitiva (número 3).





	Como consecuencia de dicha observación, los Gobiernos de Chile y Cuba celebraron, mediante intercambio de notas diplomáticas, un acuerdo interpretativo, adicional al que se informa y que entrará en vigencia en la misma fecha de éste, que precisa que la norma objetada, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, podrá interpretarse como contraria o restrictiva de la opción única definitiva e irrevocable de jurisdicción que el propio Acuerdo consagra en el número 3 del artículo 8.  Así, se reitera que cuando un inversionista remita una controversia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión o al arbitraje internacional, la elección de cualquiera de estos procedimientos será definitiva.





	Debido a lo anterior, el Primer Mandatario formuló la indicación pertinente para sustituir el artículo único del proyecto de acuerdo y así permitir que el Congreso se pronuncie en un mismo acto respecto del Acuerdo para la promoción y la protección recíproca de las inversiones y su protocolo, y del citado acuerdo interpretativo producto del referido intercambio de notas diplomáticas.





	Continuando con la descripción del Acuerdo, tratándose de las diferencias que surgieren entre las Partes Contratantes, el artículo 9 señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones amistosas dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la controversia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un Tribunal Arbitral Ad-hoc compuesto por tres miembros designados en la forma que se indica.





	El Tribunal decidirá sobre la base de las disposiciones de este Acuerdo, de los principios del Derecho Internacional en la materia y de los principios generales de Derecho reconocidos por las Partes Contratantes, siendo sus decisiones definitivas y obligatorias para ambas.





	Por último, el artículo 11 consigna las disposiciones finales del Acuerdo.





	Así, se establece que él permanecerá en vigor por un período de quince años y se prolongará después por tiempo indefinido.  Transcurrido dicho período, podrá ser denunciado en cualquier momento por cada Parte Contratante.





	Con respecto a las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso de terminación del Acuerdo, sus disposiciones permanecerán en vigor por un período adicional de quince años a contar de dicha fecha.








Protocolo





	Cabe señalar que, conjuntamente con la suscripción del presente Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo, que constituye parte integrante de aquél, mediante el cual se complementan los artículos 4 y 5 del instrumento, y cuyo texto consta en el primer informe evacuado por esta Comisión sobre el proyecto de acuerdo en análisis.





----------


�



Discusión y Votación





	En el seno de vuestra Comisión, el señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, Subrogante, don Mario Artaza, destacó que este tipo de convenios tiene por objeto crear condiciones favorables para que inversionistas chilenos puedan invertir en el exterior y, a su juicio, es claro que ellos necesitan estabilidad en las normas jurídicas, así como saber a qué atenerse en cuanto a las políticas económicas y tener claro los riesgos que corren.





	Las cláusulas del Acuerdo en informe, agregó, son similares a las de los cuarenta y seis convenios celebrados sobre la materia, veintitrés de los cuales se hayan en plena aplicación.





	Añadió que desde el restablecimiento de las relaciones entre Chile y Cuba, el diseño de nuestra política bilateral ha distinguido muy claramente entre los elementos culturales y de cooperación, por una parte, y los de carácter esencialmente político, por otra.  En el caso que se analiza, se trata de un convenio muy técnico que resulta importante para nuestros inversionistas en la isla caribeña.





	Destacó que en cuanto al volumen de intercambio entre ambos Estados, de 18 millones de dólares en 1995 hemos llegado a 33 millones el año recién pasado, con una balanza comercial ampliamente favorable a nuestros intereses.  Añadió que del total de los citados 33 millones, 32,8 millones corresponden a exportaciones chilenas y 700 mil dólares a importaciones que realizamos desde Cuba.





	Por todo lo anterior, manifestó que se estima de alta importancia para el país la pronta aprobación de este instrumento.





	En seguida, el H. Senador señor Gazmuri consultó cómo protege Chile las inversiones nacionales en Cuba de los efectos de la Ley Helms-Burton, para evitar interferencias que afecten los intereses chilenos.





	Sobre el particular, los representantes del Ejecutivo señalaron que se trata de jurisdicciones distintas.  En el caso en debate, añadieron, estamos ante un acuerdo bilateral entre Chile y Cuba y las restricciones que pueda establecer un tercer Estado a la isla no debieran afectarnos.  Agregaron que en todos los foros internacionales nuestro país ha expresado su oposición a los alcances de la aplicación extraterritorial de disposiciones de terceros Estados en el territorio de otros.





	Luego, el H. Senador señor Gazmuri preguntó si Chile ha dictado normas para la protección de los intereses nacionales en Cuba respecto  de  los efectos de la aludida Ley Helms-Burton, como sí lo han hecho, por ejemplo, la Unión Europea, Argentina y México, en relación con sus intereses.





	Respecto de lo anterior, los representantes del Ejecutivo señalaron que no existía normativa de tal naturaleza.





	En consideración a lo expuesto, la Comisión solicitó a la Cancillería que estudie el punto para evitar problemas futuros.





----------





	Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado, en general y particular, por tres votos a favor y uno en contra.  Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Gazmuri, Romero y Valdés y, por su rechazo, el H. Senador señor Bombal.





	En primer término, el H. Senador señor Bombal fundó su rechazo en el hecho de que no existe la misma reciprocidad jurídica en relación con el tratamiento de asuntos muy delicados e importantes, como lo es el homicidio del ex Senador señor Jaime Guzmán.  Los asesinos, afirmó, se encuentran en Cuba y no ha habido nunca una respuesta del Gobierno de ese país a las peticiones que el nuestro le ha hecho para conocer las condiciones en que ahí se refugiaron.





	A su turno, el H. Senador señor Gazmuri expresó que votaba a favor, porque el Tratado es conveniente para los intereses chilenos.  Además, acotó, tenemos relaciones normales con Cuba, sin perjuicio de los temas que pudieran encontrarse pendientes.





	La inversión protegida por el Convenio, prosiguió, es básicamente chilena.  También estima muy importante que nuestro país tenga presencia en Cuba y en el Caribe en general, ya que en esa área habrá cambios políticos en el futuro y, en su concepto, es bueno y útil que Chile tenga una presencia anticipada a los mismos, ya que se trata de una zona de gran importancia estratégica en muchos aspectos y con la cual existen considerables intercambios comerciales y culturales.





	Por su parte, el H. Senador señor Valdés, al votar a favor de la iniciativa, manifestó que comprendía las razones esgrimidas por el H. Senador señor Bombal, pero señaló no ser partidario de mezclar aspectos de tipo político -eminentemente censurables- con aspectos comerciales de trascendencia para la vida internacional chilena.  Además, continuó, tenemos relaciones con países que han cometido una serie de abusos.





	Agregó que en materia comercial y económica debe tenerse una visión pragmática y, sobre todo, de respeto y resguardo de los intereses chilenos directos.





	Finalmente, el H. Senador señor Romero hizo propia la inquietud planteada por el H. Senador señor Bombal, en el sentido de hacer presente la necesidad e importancia de encontrar a los asesinos del ex Senador señor Jaime Guzmán, pero, aclaró, naturalmente debe recoger los antecedentes de orden comercial aportados en la discusión del Acuerdo en análisis, que son de naturaleza distinta al problema aludido.  Su voto a favor, en consecuencia, radica fundamentalmente en el hecho de que el Tratado beneficia a nuestro país.





	En todo caso, solicitó que se enviara un oficio a su nombre a la Cancillería, a fin de que se le informe acerca del grado de avance de las diligencias requeridas por Chile al Gobierno cubano con el objeto de reunir mayores antecedentes para esclarecer el homicidio del ex Senador señor Guzmán.





----------





	En consecuencia, la Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:





"PROYECTO DE ACUERDO:





	"Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Cuba para la promoción y protección recíproca de las inversiones" y su protocolo, suscritos en La Habana el 10 de enero de 1996, y el acuerdo interpretativo del artículo 8 de dicho Acuerdo, celebrado por intercambio de notas, fechadas el 15 de mayo de 1996 y el 24 de abril de 1998.".".





----------


�



	Acordado en sesión de fecha 20 de junio de 2000, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Jaime Gazmuri Mujica y Gabriel Valdés Subercaseaux.








	Sala de la Comisión, a 23 de junio de 2000.

































































				SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


				                   Secretario
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Reseña





I.	BOLETIN Nº: 1820-10.





II.	MATERIA: Proyecto de acuerdo sobre aprobación del "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Cuba para la promoción y la protección recíproca de las inversiones y su protocolo, suscritos en La Habana el 10 de enero de 1996, y el acuerdo interpretativo del artículo 8 de dicho Acuerdo, celebrado por intercambio de notas.





III.	ORIGEN:  Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Segundo.





V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: 56 votos a favor, 17 en contra y 9 abstenciones.





VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 20 de julio de 1999.





VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO:  Nuevo informe.





VIII.	URGENCIA:  No tiene.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:  ------





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE ACUERDO:  Artículo único por el cual se propone la aprobación del Acuerdo y su protocolo, y del acuerdo interpretativo del artículo 8 de dicho Acuerdo, celebrado por intercambio de notas.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO INFORMADO POR LA COMISION:  Establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como los de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.


�



XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No hay.





XIII.	ACUERDOS:  Aprobado. (3-1).





Valparaíso, 23 de junio de 2000.








				SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


				                   Secretario
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